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La ampliación de la 
frontera agrícola

Ampliar la frontera agrícola, 
es una de varias medidas que el sector 
agropecuario del oriente ha demandado 
al gobierno1. Anticipándose a la deman-
da de los productores, el viceministro de 
Desarrollo Rural, Víctor Hugo Vásquez, 
se lanzó a sugerir que esta ampliación 
debería llegar hasta las 5 millones de hec-
táreas2. Solo algunos días después, el Vi-
cepresidente, Álvaro García, respaldaba la 
iniciativa del viceministro en el siguiente 
sentido “(…) hay que expandir la frontera 
agrícola y hay sufi ciente tierra (…), Hay 
por lo menos 7 millones de hectáreas po-
tencialmente sembrables sin necesidad de 
chaquear más bosques (…) hay que ex-
pandir a 3, a 4 y a 5 millones de hectáreas. 
Es un proceso largo, pero esa es una de las 

         La
extranjerización    

del territorio

grandes tareas para mejorar la provisión 
de alimentos para el mercado interno y 
para exportar”3

Actualmente, la superfi cie cultivada 
ronda las 2´960.054 de hectáreas, exten-
sión que prácticamente se ha duplicado en 
los últimos 20 años cuando se tenían tan 

solo 1´252.956. Las oleaginosas industria-
les son el cultivo que mayor crecimiento 
ha tenido, después de forrajes, llegando 
a incrementar la superfi cie en más de 
300%, con 1´394.974 de hectáreas, alrede-
dor de una 1/3 de la superfi cie cultivada4. 
(Tabla 1)

CULTIVOS 1990 – 1991 2008 – 2009 INCREMENTO
Total 1.252.956 2.960.054 136%
Cereales 627.918 1.007.062 60%
Estimulantes 22.092 38.851 76%
Frutales 53.575 106.765 99%
Hortalizas 44.689 101.620 127%
Oleaginosas industriales 314.518 1.394.974 344%
Tubérculos y raices 172.348 211.736 23%
Forrajes 17.816 99.046 456%

TABLA 1

Fuente: Elaboración propia en base a datos del INE.

Bolivia: Superfi cie cultivada 1990 – 1991/ 2008-2009. En hectáreas
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1.  ACCESO A FINANCIAMIENTO
 Apoyo fi nanciero a través de la banca privada con el uso de la ti erra 

como garantí a. Reclaman no tener apoyo estatal.

2.  EXPORTACIONES

 Abrogación de D.S. 725 que restringe exportación de grano, torta de 
soya y aceite de girasol. Arguyen que las restricciones desincenti van 
ampliación de culti vos.

3.  TRANSGÉNICOS

 Reclaman el uso de transgénicos para, pretendidamente, mejorar el 
rendimiento de los culti vos y producir granos resistentes a los cambios 
climatológicos, que consumen poca agua. 

4.  AMPLIACIÓN DE LA FRONTERA AGRÍCOLA

 Reclaman políti cas orientadas a grandes productores. 

5.  COMPRA DE PRODUCCIÓN CON SUBVENCIÓN

 Demandan que el gobierno cumpla su compromiso de comprar la pro-
ducción nacional  con un incremento del 10% sobre el precio de merca-
do. A decir de los productores esto les permiti ría compensar los volú-
menes que no fueron exportados en 2010.

6.  LIBERTAD DE PRECIOS Y SEGURIDAD JURÍDICA

 Que el Estado no intervenga en la fi jación de precios: libre mercado 
decida.

 Demandan una Ley de Agricultura y respeto a la propiedad privada.

Agroindustriales y gobierno han sos-
tenido que el incremento de la frontera 
agrícola permitirá alcanzar la seguridad 
alimentaria. Esto contradice el diagnósti-
co realizado en la “Política de Seguridad 
y Soberanía Alimentaria”, aprobada en 
2008 por el Ministerio del ramo, que seña-
la “Durante el modelo neoliberal se logró 
un incremento de la superfi cie cultivada 
de 1,6 a 2,1 millones de hectáreas (…) Se 
estima que para el año 1986 (es decir, a 
inicios de la implementación del modelo 
neoliberal) el 85% del total de la superfi cie 
cultivada correspondía a cultivos locales 
de alimentos con producción de cereales, 
frutas, hortalizas, forrajes y tubérculos, 
mientras que para el año 2005 la superfi -
cie destinada a estos cultivos se redujo a 
solamente el 52%”5.

La Política en cuestión no menciona, ni 
relaciona la expansión de la frontera agrí-
cola con el logro de mayor seguridad y so-
beranía alimentaria6. En línea contraria a 
las demandas de los agroindustriales – que 
hoy gana terreno en las fi las del gobierno-, 
la Política de Seguridad y Soberanía Ali-
mentaria plantea, entre otros, la recupera-
ción del rol “controlador y regulador” del 
Estado mediante, por ejemplo, el control 
de ofi cio sobre tierras improductivas y el 
uso sustentable del suelo7, la promoción 
de la producción agroecológica que im-
plicaría “el control de sustancias tóxicas y 
material transgénico en la producción de 
alimentos (…) y la prohibición de la pro-
ducción de agro-combustibles” (Pág. 53).

A decir de un grupo de instituciones 
especializadas en el tema (CIPCA: 3- 4)8, 
la ampliación de la frontera agrícola y 
otras medidas plateadas por los agroin-
dustriales “no encuentran sustento en los 
principios y planteamientos del Plan Na-
cional de Desarrollo (PND) ni en el Plan 
de Desarrollo Sectorial del Ministerio de 
Desarrollo Rural” no siendo necesario si 
lo que en verdad se persigue es asegurar 
la producción para la alimentación de la 
población boliviana, para lo cual haría 
falta “más bien incrementar la productivi-
dad siguiendo principios agroecológicos y 
mejoras tecnológicas, recuperando suelos 
desertifi cados y mejorando su fertilidad, 
además de ampliar la superfi cie bajo riego 
en distintas escalas.” 

Si no es evidente que la ampliación de 
la frontera agrícola permitirá cumplir con 
el propósito del gobierno y los produc-

tores, cabe la pregunta ¿a qué responde 
este anuncio? ¿Dentro de que política se 
enmarca? El presidente Morales, ha hecho 
entrever que en la nueva coyuntura de 
crisis alimentaria se plantea el desafío de 
convertir a Bolivia en exportador de ali-
mentos en el marco de una necesaria di-
versifi cación de las exportaciones para no 
depender exclusivamente de la venta de 
gas natural9. Promover la exportación de 
alimentos sería la razón detrás del anun-
cio de ampliación de la frontera agrícola y 
en esa línea esta-
rían comprome-
tidos el gobierno 
y los agroindus-
triales.

No es desco-
nocido que la 
ampliación de 
la frontera agrí-
cola - en Bolivia 

y otros países- está íntimamente relacio-
nada con la privatización, concentración 
y- como se observa en los últimos años en 
nuestro país- con la extranjerización de la 
tierra. Si tomamos el caso de la soya esta 
situación de extranjerización es más que 
evidente ya que en 1994-1995 tan solo 1/3 
de la superfi cie cultivada (32,8%) estu-
vo en manos de productores nacionales, 
mientras que en el siguiente quinquenio 
(1999-2000) esta superfi cie cultivada por 
nacionales se redujo a cerca de ¼ (26,9%) 

i n c r e m e nt á n d o s e 
para el quinquenio 
posterior (2006-
2007) hasta 28,9%, el 
restante está domina-
do por extranjeros10.

A decir de Urioste 
“El fenómeno de la 
soja es hoy, el centro 
del modelo extracti-

Fuente: Elaboración propia en base a La Prensa 28 de enero 2011

La superfi cie cultivada 
actualmente ronda los

de hectáreas y 1/3 de 
ella corresponde al 

rubro de oleagoinosas 
industriales

de hectáreas y 1/3 de 
2’960.054

Demandas del sector 
agroindustrial de Santa Cruz
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vista de la amplia-
ción de la frontera 
agrícola depreda-
dora a costa de la 
destrucción del 
monte permanente 
del bosque húme-
do tropical, en las 
regiones amazóni-
cas”11. Es decir, La 
ampliación de la frontera agrícola, con 
cultivos como la soya, es un componente 
de un modelo económico regional. 

Los países del MERCOSUR 
entre los principales 
productores de soya del 
mundo

Evidentemente Bolivia y los países del 
MERCOSUR según da cuenta Silvia Lilian 
Ferro (2011:13) “además de ser una de 
las regiones más importantes del mundo 
en cuanto a provisión de agroalimentos, 
contiene a su vez cinco países del bloque, 
incluyendo a uno de sus Estados Asocia-
dos (Bolivia), que están posicionados en 
el Top Ten mundial de los productores de 
soja”12. (Tabla 2)

A pesar que el gobierno ha reiterado 
que la ampliación de la frontera agrícola 
no comprometería a los bosques, la ten-
dencia es a que el incremento de las super-
fi cies cultivadas se dé en estrecha relación 
al decrecimiento de las áreas boscosas. El 
director de la Autoridad de Fiscalización 
de Bosques y Tierras (ABT), Cliver Ro-
cha, denunció esta situación advirtiendo: 
“Si ese ritmo se mantiene este país, no en 
mucho tiempo, en unos 20 años, va a ser 
un cementerio desolado y a eso nos está 

llevando este sis-
tema económico 
capitalista de la 
expansión, de la 
agroindustria ex-
portadora como la 
soya, de la ganade-
ría, para convertir 
bosques en tierras 
agrícolas y en pas-

tos para la ganadería”13,
En la misma dirección, la “Sinopsis del 

Estado Ambiental de Bolivia”14, elaborado 
por LIDEMA, señala que, entre otros, el 
avance de la frontera agropecuaria sería 
la responsable de la elevada situación de 
riesgo de los Bosques del país. “la fron-
tera agropecuaria no ha dejado de crecer 
de forma casi exponencial; el año 1995, la 
superfi cie deforestada en el país ascendía a 
más de tres millones de hectáreas, con una 
variación de la tasa anual de 
entre 80.000 a 168.000 hec-
táreas. Entre 1993 y 2000 
la tasa de deforestación fue 
estimada en 270.000 hec-
táreas/año, sin embargo, la 
tasa anual de deforestación 
en los últimos años (…) 
podría ser mucho mayor a 
300.000 hectáreas/año. Solamente en San-
ta Cruz la superfi cie desboscada a fi nes del 
siglo veinte era superior a 2,5 millones de 
hectáreas, en tanto que a fi nes del año 2005 
la superfi cie desboscada en el país abarca-
ba algo más de 10 millones de hectáreas, 
cifra que se podía haber incrementado a 
14 millones a fi nes de 2009”. (2010: 16). 

Si consideramos que ni tan solo la mi-
tad de la deforestación es realizada de for-

ma legal, estamos frente a una situación 
en verdad insostenible. Mientras que en 
1998 se tenían 151.022 hectáreas con pla-
nes de aprovechamiento forestal, hacia el 
2007 se contaban con 185.056 hectáreas, 
de todas ellas en el año 1998, Santa Cruz 
contaba con 70.941 hectáreas mientras 
que al año 2007 este departamento suma-
ba ya 111.064 hectáreas, es decir hubo un 
crecimiento de cerca del 100%. En cuan-
to a las autorizaciones de desmonte en el 
año 1998 se contaron 20.470 hectáreas, 
llegando el 2007 a 49.983 hectáreas a ni-
vel nacional, siendo que en Santa Cruz se 
contaba en 1998 con 14.048 y en 2007 con 
40.259, es decir nuevamente la superfi cie 
fue casi duplicada15. De acuerdo con un 
informe de teledetección de desmontes 
ilegales de la ABT, durante la gestión 2009 
en total se procesaron 364 casos afectan-
do a un total de 140.974,36 hectáreas, la 

mayor parte en el departamento de Santa 
Cruz con 256 procesos que comprometen 
120.542,35 hectáreas, es decir 85% de los 
casos16.

En resumen, las fronteras extractivas 
agropecuarias y forestales van en constan-
te crecimiento y el común denominador 
de esta situación radica en la privatización 
de la tierra y el territorio. Veamos como 
ejemplo el problema de la tierra, don-
de según da cuenta el INRA hasta el año 
2008 el 68,48% de las superfi cies dotadas 
está en manos de 18,51% de los benefi cia-
rios, mientras que el restante 29,95% de 
las superfi cies en manos de 79,87% de los 
benefi ciarios, dicho en otros términos, en 
total 2´058.707 de hectáreas (las mejores 
tierras productivas del país) están en po-
der de tan solo 42 familias latifundistas. 
(Tabla 3).

Las otras fronteras
La expansión de las fronteras agroin-

dustriales y forestales, forman parte de un 
modelo productivo regional que tiende a 
expandir el conjunto de industrias extrac-

POSICIÓN REGIÓN PRODUCCIÓN 
(int. $1000)

PRODUCCIÓN 
(TM)

1 Estados Unidos de América 16807533 * 807487700
2 Brasil 12360728 * 59242480
3 Argentina 9858712 * 48238087
4 China 2791841 * 15545141
5 India 2032695 * 9905000
6 Paraguay 1308722 * 6311794
7 Canadá 598918 * 3335900
8 Bolivia (Estado Plurinacional) 245792 * 1259676
9 Uruguay 180412 * 880000 *

10 Ucrania 125847 * 812800

TABLA 2

Fuente:  http://www.fao.org/economic/ess/pagina-principal-de-la-division-de-estadistica/es/    
 (citado por Ferro,14)

* Datos no ofi ciales

Escala mundial de países productores de soya

Hasta el año 2008 el 68,48% 
de las superfi cies dotadas está 

en manos de 18,51% de los 
benefi ciarios, es decir, 2´058.707 

de hectáreas están en poder de 
tan solo 42 familias latifundistas

En el caso de los 
hidrocarburos,

de hectáreas son áreas 
de interés petrolero 
hasta junio de 2010.

de hectáreas son áreas 
53’500.000
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biente están siendo presionados por todos 
lados”17. 

El proceso resulta tan agresivo que se 
ha tornado en un foco de conflictos, pues 
implica que eco regiones frágiles como 
la amazonia, áreas protegidas, territorios 
indígenas y bosques, entre otros, se hallen 
seriamente amenazados (Mapa 1)18. 

En el caso de los hidrocarburos en Bo-
livia, hasta junio de 2010 las áreas de inte-
rés petrolero representan 53´500.000 hec-
táreas, donde 41´622.638 son áreas libres 
y 11´877.362 están comprometidas para 
el sector, de estas: 2´190.928,13 son áreas 
reservadas a YPFB19, 3´255.750 son áreas 
con convenio de estudio, 3´651.311,82 
son áreas con contrato para exploración 
y explotación y 2´779.371,06 son áreas 
con contrato de operación. Esta situación 
representa un cambio con el periodo an-
terior, ya que si comparamos la extensión 
de las áreas hidrocarburíferas al 31 de 
diciembre de 2004, tenemos que en total 
3´170.621 hectáreas se encontraban bajo 
los contratos de riesgo compartido20. Esto 
quiere decir que en el transcurso de los úl-
timos seis años el país habría multiplicado 
en alrededor de 4 veces la superficie desti-
nada a este sector. (Tabla 4 y 5).

De las áreas con contratos de operación 
las transnacionales controlan 1´672.750 
hectáreas en exploración y 483.696,06 en 
explotación, en total 2´156.446,06 hec-
táreas. En el caso de las áreas con conve-
nio de estudio, las privadas controlarían 
3´243.875 de hectáreas para exploración 
de un total de 3´255.750 que incluyen 
áreas de explotación. En total los privados 
abarcan 5´412.196,06 de hectáreas, cerca 
de la mitad del total de las áreas compro-
metidas para el sector. Nuevas medidas 
han dispuesto que 32 de las 60 áreas reser-
vadas a YPFB puedan ser licitadas, con lo 

TABLA 3 Dotación de tierras por tipo de propiedad (hasta el año 2008)

PROPIEDAD BENEFICIARIOS % SUPERFICIE %

Empresa 2,24 40,16
Mediana 16,27 28,32
Comunaria 43,9 21,45
Pequeña 35,44 8,46
Solar Campesino 0,53 0,04

Sin Dato 1,62 1,57
Total 759.436 Personas 57´305.322,7522 Has.

Fuente: INRA 2008

Bloques petroleros y gasíferos en la Amazonía 
Occidental. El color amarillo sólido indica los 
bloques que ya están concesionados a las com-

pañías. El color amarillo a rayas indica los bloques propuestos o los bloques que se en-
cuentran aún en la fase de negociaciones. Las áreas protegidas mostradas son aquellas 
consideradas estrictamente protegidas por la UICN (categorías de la I a la III).

Fuente: Matt finer et al., 2008*

Mapa N° 1  Proyectos petroleros y gasíferos en la amazonia occidental

CONCEDIDOS

SOLICITADOS

AREAS PROTEGIDAS – IUCN I a III

OLEODUCTOS Y GASODUCTOS

*	 Matt	finer	et	al.	(2008)	Los	proyectos	petroleros	y	gasíferos	en	la	Amazonía	Occidental:	amenazas	a	tierra	
virgen, biodiversidad, y pueblos indígenas.

tivas que incluye por supuesto a los secto-
res de minería e hidrocarburos. Tal como 
describe Bebbington (2009:3) se trata de 
un “(…) esfuerzo continental para abrir 
las fronteras a la extracción de los hidro-
carburos y metales, y a la producción de 
agrocombustibles, la tala de madera y la 
inversión en la agroindustria”. La amplia-
ción de estos sectores es tan alarmante que 
este autor solo puede definirlo como un 
“Sitiado” debido a que “en grandes zonas 
del continente, los pueblos y el medio am-

La extranjerización del territorio
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* Existe un error de cálculo en el informe de YPFB.

OPERADOR
AREA SUB TOTAL 

(Has)EXPLORACIÓN EXPLOTACIÓN

YPFB ANDINA 331.875 111.000 442.875

BRITISH GAS BOLIVIA 57.600 57.600

CANADIAN ENERGY 1.825 1.825

YPFB CHACO 14.375 130.050 144.425

DONG WON 2.500 2.500

MATPETROL 5.000 5.000

PETROBRAS 1´056.250 51.958,56 1´108.208,56

PETROBRAS ENERGIA 22.800 22.800

PLUSPETROL 99.337,50 99.337,50

REPSOL YPF 591.250 152.900 744.150

TOTAL 25.250 62.525 87.775

VINTAGE 27.250 27.250

TOTAL CONTRATOS  
DE OPERACIÓN 2´019.000 760.371 2´779.371,06

AREAS HIDROCARBURÍFERAS CON CONTRATO PARA EXPLORACIÓN Y EXPLOTACIÓN

YPFB PETROANDINA S.A.M. 3´651.311,82 3´651.311,82

TOTAL CONTRATOS PARA 
EXPLORACIÓN Y EXPLOTACIÓN 3´651.311,82 3´651.311,82

AREAS RESERVADAS CON CONVENIOS DE ESTUDIO

EP LTDA. 11.875 11.875

GTLI 1´252.750 1´252.750

GAZPROM - TOTAL 785.625 785.625

GAZPROM 57.500 57.500

PLUSPETROL 453.750 453.750

GLOBAL 694.250 694.250

TOTAL AREAS RESERVADAS 
CON CONVENIOS DE ESTUDIO 3´243.875 11.875 3´255.750

AREAS RESERVADAS A YPFB

YPFB 1´971.843,75 25.725 1´997.568,75*

TOTAL AREAS RESERVADAS  
A YPFB 1´971.843,75 25.725 1´997.568,75

Fuente: Elaboración propia en base a YPFB, 2010.

cual las transnacionales podrían ampliar 
el control sobre las nuevas áreas21. 

Tal como denunciara Marc Gavalda 
esta ampliación de la frontera petrolera 
se orienta principalmente hacia las áreas 
protegidas y territorios indígenas: “el de-
creto 0676 convierte en bloque petrolero 
más de 690 mil hectáreas del “hot spot” en 
biodiversidad Parque Nacional Madidi; 
723 mil hectáreas en el parque nacional y 
territorio indígena Isiboro Sécure, 154 mil 
hectáreas del Parque Nacional Aguaragüe; 
100 mil hectáreas del área de manejo inte-
grado de Iñao”22.

La situación en la minería
El sector minero sigue la misma ten-

dencia en la medida en que el servicio 
Geológico Técnico de Minas al 31 de di-
ciembre del 2009, mantiene en vigencia 
8.784 concesiones, llegando a cubrir el 
2.15 % del terri torio boliviano que equi-
valen a 2´364,154 hectáreas23. El régimen 
neoliberal –que en materia de derechos 
mineros fue validado por la nueva Cons-
titución Política- promovió el acapara-
miento de áreas mineras con fines especu-
lativos, de allí que gran parte de las áreas 
concesionadas no hubieran ameritado 
ningún tipo de actividad productiva en 
el contexto de la pasada crisis de precios, 
pero que tiendan a cambiar esta situación 
en el nuevo periodo de precios en alza.

Al igual que con la frontera hidrocar-
burífera, las áreas mineras amenazan a eco 
regiones sensibles “Existe un total de 638 
concesiones mineras sobrepuestas con 
áreas protegidas, cubriendo una superficie 
de 281.564 ha. Estas se encuentran prin-
cipalmente en San Matías, Madidi, Apo-
lobamba y Eduardo Avaroa. La situación 
se ha visto agravada por la reciente reacti-
vación de concesiones inactivas debido al 
incremento de precios de los metales en 
el mercado internacional, muchas de ellas 
obviando el cumplimiento de la normati-
va ambiental vigente y su sobre posición 
con áreas protegidas”24.

La nueva coyuntura internacional, ha 
desatado una fiebre minera que se expande 
desde las zonas tradicionales en el occiden-
te hacia las zonas no tradicionales en las 
tierras bajas. Este cambio ha venido acom-
pañado de (o ha consolidado) un nuevo 
tipo de operaciones mineras, de gran es-
cala y a cielo abierto, que multiplican los 
impactos de la minería al comprometer 

OPERADOR EXPLORACIÓN EXPLOTACIÓN SUB TOTAL

YPFB ANDINA 331.875 111.000 442.875

YPFB CHACO 14.375 130.050 144.425

YPFB PETROANDINA S.A.M. 3´651.311,82 3´651.311,82

YPFB 1´971.843,75 25.725 1´997.568,75

TOTAL 5´969.405,57 266.775 6´236.180,57

Fuente: Elaboración propia en base a YPFB, 2010

TABLA 5 áreas hidrocarburíferas con participación de entidades estatales

TABLA 4 Bolivia: nuevas áreas hidrocarburiferas, 
contratos de operación
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principalmente la calidad y aprovisiona-
miento de agua en regiones donde ya se 
cuentan con severas limitaciones hídricas, 
“la voracidad del proyecto San Cristóbal, 
que usa diariamente un volumen de agua 
(50.000 metros cúbicos) similar al que uti-
liza, al día la ciudad de El Alto, para abaste-
cer a más de un millón de habitantes. Esto 
viene generando actualmente el riesgo sin 
precedentes, de vaciar los acuíferos fósiles 
semiconfi nados, así como, los acuíferos 
superfi ciales y humedales superfi ciales de 
la región Nor Lípez- Valdivieso, una de 
las regiones más secas del país, ‘donde el 
agua vale más que el oro´ y donde la mega 
minería no paga un dólar por ella” (Moran 
2009, citado por Ribera Arismendi LIDE-
MA, 2010: 11)25. (Mapa 2).

Reproduciendo el modelo minero colo-
nial, la nueva mega minería se caracteriza 
por el control de la producción de los prin-
cipales minerales desde los centros de con-
sumo. De este modo, de acuerdo con Díaz 
Cuellar (2011), (en esta misma edición), 
San Cristóbal (de la japonesa Sumitomo) 
para el 2009 extrajo el 81% de todo el zinc 
producido por la minería mediana; en 

cuanto a la plata esta empresa, el mismo 
año controlaba ya el 58% del total de la 
producción de la minería mediana; respec-
to del plomo, el 2009 esta empresa controló 
el 95% de producción de la minería media-
na y nada menos que el 85% del total de la 
producción nacional. A la par de este fenó-
meno de concentración de la producción 
minera en Sumitomo, el mercado japonés, 
coreano –y recientemente Chino- se han 

Mapa Nº 2

Minería y 
recursos hídricos

A fi nales de 2009, las 
concesiones mineras 

ocupan

hectáreas que 
representan el 2.15% 
del territorio nacional

hectáreas que 
2’364.154

Artí culo 315
I. El Estado reconoce la propiedad de ti erra a todas aquellas per-
sonas jurídicas legalmente consti tuidas en territorio nacional 
siempre y cuando sea uti lizada para el cumplimiento del objeto 
de la creación del agente económico, la generación de empleos 
y la producción y comercialización de bienes y/o servicios.
II. Las personas jurídicas señaladas en el parágrafo anterior que 
se consti tuyan con posterioridad a la presente Consti tución ten-
drán una estructura societaria con un número de socios no me-
nor a la división de la superfi cie total entre cinco mil hectáreas, 
redondeando el resultado hacia el inmediato número entero 
superior. 
Artí culo 399
I. Los nuevos límites de la propiedad agraria zonifi cada se apli-
carán a predios que se hayan adquirido con posterioridad a la 
vigencia de esta Consti tución. A los efectos de la irretroacti vidad 
de la Ley, se reconocen y respetan los derechos de posesión y 
propiedad agraria de acuerdo a Ley.

Fuente: Elaboración propia 
en base a datos del Servicio 
Nacional Técnico de Minas, 
SETMIN y el Departamento de 
Recursos Naturales del Ser-
vicio Nacional de Hidrografía 
Naval, Ed. 2001
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convertido en los 
principales destinos 
(con alrededor del 
45%) de las expor-
taciones mineras26. 

La ampliación de 
las fronteras extrac-
tivas no se vio afec-
tada por la nueva 
Constitución que, 
en el caso de la pro-
piedad latifundista 
de la tierra, permite 

el incumplimiento de la limitación de la 
tenencia de tierras hasta las 5.000 hectá-
reas (refrendada en referéndum). El artí-
culo 315 permite la tenencia de la tierra en 
superfi cies mayores a las 5.000 hectáreas, 
al mismo tiempo que permite mantener 
dichas propiedades aún si no se compro-
bara el cumplimiento de la Función Eco-
nómico Social. El artículo 399 garantiza 
los derechos preconstituidos en materia 

de posesión y propiedad agraria. Siguien-
do este principio se respetan los derechos 
pre constituidos anteriores a la vigencia de 
la NCPE en el sector minero27.

El problema de la 
soberanía alimentaria

El presidente Morales ha reconocido 
que el subsidio a los combustibles es más 
angustiante ahora que cuando empezó a 
gobernar debido a la ampliación de la fron-
tera agrícola28. Se refi ere al diesel oil usado 
en la agroindustria, cuyo consumo ha mos-
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se hacen efectivos los anuncios guberna-
mentales) modifi cando de forma perma-
nente el uso del suelo. No solo eso, sino 
además alterando las propiedades nutri-
tivas de los suelos, contribuyendo a su 
degradación, compactación y erosión30. 
(Mapa 4)

Con el correr de los años, la expansión 
de las industrias extractivas ha venido 
combinando dos fenómenos que atañen 
de forma directa a la seguridad y sobera-

nía alimentaria. Por un lado, el cambio del 
uso del suelo que: 

a) de forma acelerada ha incorporado 
en el mercado nuevos territorios; 

b) ya sea por el crecimiento de la fron-
tera extractiva misma, 

c) por los impactos indirectos que han 
modifi cado sus aptitudes (cambios 
climatológicos); 

d) o bien porque han sido objeto direc-
to de contaminación. 

Por otro lado, la expansión de la pro-
ducción de materias primas demanda de 
enormes cantidades de agua. Como se 
observa en San Cristóbal, los volúmenes 
empleados por la minería a cielo abierto 
se hallan totalmente reñidos con los otros 
usos dados por la población a este recurso, 
especialmente el agropecuario. Si toma-
mos en cuenta que los planes de gobierno 
ampliarán los usos industriales del agua 
para la producción de energía hidroeléc-
trica, minería a cielo abierto, reinyección 
en los campos hidrocarburíferos en decli-
nación, entre otros, el panorama es fran-
camente dramático.

La combinación de ambos fenómenos 
asentados en la privatización de la tierra 
y los recursos del subsuelo se expresan 
en dos crisis que se combinan y retroa-
limentan: la crisis energética y la crisis 
alimentaria. Los transgénicos y los agro-
combustibles vienen a formar parte de 
este paquete de políticas que consolidará 
la creciente agroindustria. En tal sentido, 
el viceministro de Desarrollo Rural, al 
anunciar la decisión de ampliar la frontera 
agrícola, señalaba “también se debe reali-
zar el mejoramiento genético para obtener 
semillas que rindan mucho más en canti-
dad y que sean resistentes a los fenóme-
nos climáticos como las sequías, heladas 
e inundaciones y así asegurar la soberanía 
alimentaria”31. Nuevamente Santa Cruz 
lleva la delantera habiendo anunciado la 
instalación en febrero de 2010 la primera 
planta piloto de biodiesel32.

El patrón de inversión 
pública sin perspectivas de 
cambio

El informe presidencial del 201033, hace 
notar que a diferencia de los anteriores go-
biernos, el suyo ha intervenido en asun-
tos claves relacionados con la seguridad 
y soberanía alimentaria. Así por ejemplo 
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Departamento Consumo 
(Litros/día) En %

Santa Cruz 1.468.609 40,4%
La Paz 605.014 16,8%
Cochabamba 604.379 16,6%
Tarija 240.184 6,6%
Oruro 229.437 6,3%
Potosi 206.808 5,7%
Chuquisaca 143.199 3,9%
Beni 113.829 3,1%
Pando 24.460 0,7%
TOTAL 3.635.920 100%

Mapa Nº 3

Consumo promedio 
de Diesel Oil a nivel 
nacional
(Gestión 2008)

trado una tendencia creciente29. El anuario 
estadístico del Ministerio de Hidrocarbu-
ros señala que “La demanda de diesel oil 
es estacionaria, acorde a la temporada de 
siembra y/o cosecha en aquellas regiones 
del país donde la agricultura forma parte 
de su estructura económica.” Añadiendo 
“El departamento de Santa Cruz consume 
alrededor del 40% del total de diesel co-
mercializado” (Pág. 44 -45). (Mapa 3)

Evidentemente el Estado boliviano sub-
venciona con combustibles baratos a la 
agroindustria cruceña. La emergente crisis 
energética que le demanda al Estado erogar 
signifi cativas sumas en las importaciones 
de diesel y otros combustibles (Petropress 
Nº 24), ponen al descubierto la insoste-
nibilidad de la producción agroindustrial 
que además de primario exportadora es en 
gran medida dependiente del Estado. 

Muy a pesar de su demostrada insoste-
nibilidad, la agroindustria ocupa extensas 
áreas (y puede que llegue a ocupar más si 

Fuente: Ministerio de Hidrocarburos 
y Energía. Anuario estadístico 2010.

Los sectores de 
minería, hidrocarburos, 

energía eléctrica y 
transportes cubren el

del programa de 
inversión pública

2010-2015

del programa de 
80%
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el Ministerio de Salud da cuenta que por 
primera vez se ha creado un programa de 
desnutrición cero34. Por su parte el Minis-
terio de Medioambiente y Agua, invirtió 
en riego 22´879,185 millones de bolivia-
nos en el periodo 2006-2010, 19% más 
que el periodo precedente (alcanzando sin 
embargo a 27, 73% más beneficiarios)35. 
El Ministerio de Desarrollo Productivo 
y Economía Plural por su parte informa 
que en proyectos unipersonales y asocia-
tivos (gestión 2009) se habrían destinado 
126.134,72 dólares; en proyectos de alto 
impacto en total 6´890.467,1 de dólares 
en el periodo 2006 a 200936. El Ministerio 

Mapa Nº 4

Estado de 
conservación de 
las ecorregiones

SECTOR INVERSION % 

Minería 7294 22,2
Hidrocarburos 7048 21,5
Energía Eléctrica 6585 20,1
Transporte 5597 17
Producción Industrial 931 2,8
Vivienda 680 2,1
Programa de Espacio y Comunicación 460 1,4
Agua Y Saneamiento Básico 386 1,2
Telecomunicaciones 306 0,9
Educación 280 0,9
Desarrollo Rural 256 0,8
Erradicación de la Extrema Pobreza 251 0,8
Represas E Irrigación 91 0,3
Turismo 69 0,2
Salud 68 0,2
Seguridad Pública 58 0,2
Plan Compatriota 43 0,1
Ciencia y Tecnología 40 0,1
Otros 2392 7,3
Total 32837 100

TABLA 6 Inversion por sector economico. (En millones de dólares)

Fuente: Ministerio De Planificación y Desarrollo. Elaborado por el Ministerio de Economía y Finanzas Públicas, 
Red de Análisis Fiscal. Actualizado 19.4.2010

...la privatización de 
la tierra y los recursos 
del subsuelo se 
expresan en dos crisis 
que se combinan y 
retroalimentan: la crisis 
energética y la crisis 
alimentaria.

Fuente: Elaboración propia en 
base a datos del mapa de Amigos 
de la Naturaleza, 2002
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de Desarrollo Rural y Tierras habría des-
tinado 131´437.250 a sus programas, los 
que sin embargo habrían tenido ejecucio-
nes muy bajas que oscilan entre el 24 y el 
43%37. El mismo despacho habría adquiri-
do 600 tractores y 40 cosechadoras38 y 790 
equipos e implementos agrícolas. 

El “The bolivian economic performan-
ce and investment program 2010 – 2015” 
elaborado por el Ministerio de Economía 
y Finanzas Públicas prioriza las inversio-
nes a desarrollarse en el periodo mencio-
nado, que según se puede apreciar en el 
Tabla 6, se orientan en un 80% a los sec-
tores de minería, hidrocarburos, energía 
eléctrica y transportes. Si consideramos 
que juntas las inversiones en energía eléc-
trica y transportes hacen parte del finan-
ciamiento de la IIRSA, estamos ante la 
demostración que el patrón de inversión 
pública del neoliberalismo sigue en pie; lo 
mismo cabría para con la inversión en po-
líticas sociales que se mantienen en cifras 
extremadamente bajas, como consecuen-
cia de la orientación “focalizada” con que 
son tratadas desde el neoliberalismo39.

Desarrollo rural es uno de los sectores 
castigados por la inversión pública a lo 
largo del neoliberalismo. El programa de 
inversiones reproduce esta tendencia al 
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asignarle 256 millones de dólares para los 
próximos 5 años, es decir algo más de 50 
millones por año.

El crecimiento acelerado de las indus-
trias extractivas conlleva la destrucción de 
los bosques, la contaminación y pérdida 
de la capacidad productiva de los suelos 
y la disminución y contaminación de los 
recursos hídricos. Como se ha visto este 
crecimiento implica además el avance 
hacia las áreas protegidas y los territorios 
indígenas. La crisis energética desnudada 
con el gasolinazo y la crisis alimentaria 
vislumbrada con el azucarazo y la eleva-
ción de los precios de los alimentos se han 
convertido en una oportunidad de nego-
cio para que tanto empresas transnaciona-
les como latifundistas extranjeros puedan 
imponer una nueva política económica 
asentada en el control de extensas superfi-
cies que se constituyen en cuasi territorios 
extranjeros donde la soberanía nacional y 
los intereses del país quedan en segundo 
plano 
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